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I. RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición el 12 de marzo de 2003 presentada por Juan Manuel Crespo Nieto (en adelante “el peticionario” o “la presunta víctima”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Ecuador (en adelante “el Estado” o “Ecuador”) por la supuesta violación al debido proceso en los procesos penales seguidos en su contra.  Alega principalmente la aplicación retroactiva de la ley penal más rigurosa, el retardo injustificado en la declaración de prescripción de la acción y la violación del principio de non bis in idem.
2. El peticionario sostiene que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad personal, a la libertad personal, a las garantías judiciales, principio de legalidad y retroactividad, a la protección de la honra y de la dignidad, propiedad privada y a la protección judicial, consagrados en los artículos 5, 7, 8, 9, 11, 21 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) en relación con su artículo 1.1.  Por su parte, el Estado alega que los reclamos del peticionario son inadmisibles por la falta de agotamiento de los recursos internos y que el reclamo no caracteriza las alegadas violaciones respecto a los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió por una parte que un extremo del reclamo es inadmisible por incumplimiento del plazo previsto en el artículo 46.1.b), y por otra parte no cumple con el requisito previsto en el artículo 47.b de la Convención Americana, por no exponer hechos que tiendan a caracterizar la violación a derechos garantizados en el referido instrumento.  Asimismo, decidió notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

4. La petición fue registrada bajo el número 200-03 y tras efectuar un análisis preliminar, el 28 de noviembre de 2005 la Comisión procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, para sus observaciones.  El 15 de febrero de 2006 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario para sus observaciones.  El 6 de abril de 2006 el peticionario presentó su respuesta, la que fue trasladada al Estado para sus observaciones.  
5. El 9 de noviembre de 2007 y el 12 de febrero de 2009 el peticionario presentó información adicional la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 13 de abril del 2009 el Estado solicitó una prórroga para presentar sus observaciones la cual fue concedida.  El 18 de mayo del 2009 el Estado presentó su respuesta y el 26 de mayo de 2009 envió información adicional, ambas comunicaciones fueron trasladadas al peticionario para que presente sus observaciones.  El 25 de mayo de 2010 el peticionario presentó su respuesta la cual fue traslada al Estado para su conocimiento.  El 19 de julio de 2010 el Estado solicitó una prórroga para presentar sus observaciones la cual fue concedida.  El 10 de noviembre de 2011 la CIDH reiteró la solicitud de información, sin que a la fecha de aprobación del presente informe se haya recibido la respuesta del Estado.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición del peticionario
6. Como antecedente el peticionario indica que en agosto de 1995 fue nombrado Gerente de la financiera “Sociedad Financiera Principal” (en adelante “la Financiera”).  Alega que en esta época “el país vivía varios momentos críticos”, a causa de la guerra con el Perú y la crisis energética y financiera, lo cual culminó en un retiro masivo de capitales de las entidades financieras ecuatorianas.  Alega que en este contexto, la Financiera sufrió la extracción de un 80% de los depósitos de sus clientes.  Indica que esta situación llevó a que en 2006 la Financiera quebrara y diera inicio a su período de liquidación. 

7. Alega que el presidente de la junta de acreedores de la Financiera, presentó una demanda penal por fraude y abuso de confianza en su contra, y que el 28 de agosto de 1996 el Juez Octavo de lo Penal de Pichincha emitió el auto cabeza en el proceso No. 50-98.  Señala que el juez dictó pedido de prisión preventiva en su contra sin existir prueba alguna en la demanda.  El peticionario señala que el 11 de noviembre de 1997 la Fiscalía se abstuvo de acusarlo, por falta de evidencia y se le revocó la orden de prisión preventiva.  Alega que el 15 de diciembre de 1997 el juez dictó auto de sobreseimiento definitivo del proceso.  El peticionario señala que apeló esta decisión a fin de que la acusación fuera calificada como temeraria y maliciosa. 

8. Alega que el 5 de agosto de 1998 la Financiera habría iniciado otro proceso penal paralelo, por los mismos hechos, en su contra bajo el No. 967-98.  Indica que a este proceso se adjuntó la misma documentación que se utilizó para el proceso No. 50-98.  En este sentido, el peticionario alega que fue doblemente procesado por la misma causa.
9. Sostiene que al enviarse el proceso No. 50-98 a los tribunales superiores por la apelación interpuesta por la presunta víctima y por consulta de ley, la Fiscalía nuevamente se abstuvo de acusarlo dada la inexistencia material del delito.  Indica que, a pesar de la falta de acusación, el 23 de julio del 2001, la Corte Superior lo habría llamado a juicio plenario por el delito tipificado en el artículo 364
 del Código Penal y en el 134.f) y 134.h) de la Ley General de Instituciones Financieras (en adelante “LGIF”) (venta de activos e infracción de márgenes de créditos antes de la liquidación forzosa), delitos por los que no fue acusado ni por el demandante ni por la Fiscalía, lo que habría impedido su defensa e iría en violación del principio de legalidad.  Alega además que dicha decisión fue violatoria del principio legal reformatorio in pejus por el cual “ningún tribunal superior podrá empeorar la situación jurídica del procesado, si éste ha sido el único recurrente”. 
10. Alega que las acusaciones de los jueces se basaron en la venta de activos de la Financiera a favor de un tercero, poco tiempo antes de la quiebra de la Financiera.  Alega que los jueces no tuvieron en cuenta que la presunta víctima no participó en dicha venta sino que quien participó fue su padre, Juan Manuel Crespo Carrión
, en calidad de fiador.  Sostiene que, en este sentido, solicitó ampliación y aclaración del auto de llamamiento a plenario y que en respuesta, el Tribunal negó el error, ratificó la decisión, trasladó el proceso a juez inferior para que dicte medidas cautelares y emitió una orden de prisión preventiva en su contra.  El peticionario alega además que el Estado ha violado su derecho a la propiedad privada al haberse solicitado el embargo de sus bienes.
11. El peticionario alega que en vista de que no tenía otra salida y que no contaba con recurso para impugnar el auto de llamamiento a pesar de no haber acusación fiscal, “tuvo que esconderse”.

12. El peticionario alega que luego de haber transcurrido cinco años a partir del auto cabeza de proceso No. 50-98 (emitido en 1996), el 28 de agosto del 2001, solicitó la prescripción de la acción.  Alega que el 9 de noviembre de 2001 la jueza resolvió sin motivar que: “[a]l momento deviene improcedente por lo que se niega.”.  Asimismo, ante la insistencia de la presunta víctima, la jueza habría denegado la prescripción de la causa el 28 de enero de 2002 y ante una solicitud de aclaración y ampliación la habría denegado también en abril de 2002.  Indica que en consecuencia, solicitó la revocatoria de dicha providencia, a lo que la jueza respondió que “por no haber variado los fundamentos que motivaron la precitada providencia se niega la petición de revocatoria”.  Señala que en consecuencia decidió recusar a la jueza y ésta fue separada de la causa.  Alega que el 7 de mayo del 2002, con un retraso de diez meses, se dictó la prescripción de la acción; la cual fue ratificada, el 18 de julio del 2002, por la Corte Superior de Justicia de Quito.
13. Por otra parte, alega que los tribunales que lo juzgaron en el proceso No. 50-98 no eran imparciales e independientes, ya que los conformaban, entre otros, el tío, socio y amigo íntimo del abogado Alejandro Ponce Villacís
, el abogado que habría actuado en representación del presidente de la junta de acreedores de la Financiera.
14. Por otro lado, sostiene que en razón de la fecha de presentación de la causa penal No. 967-98 le correspondía la aplicación de las disposiciones legales del Código Procesal de 1983 y no las del nuevo Código de Procedimiento Penal, vigente desde el 30 de junio del 2000.  Al respecto, agrega que el Juez Décimo Quinto del Tribunal de Pichincha, basándose en el nuevo Código de Procedimiento Penal, el 13 de enero del 2003, ordenó su detención, violando los principios de legalidad y de irretroactividad de la ley penal más rigurosa.  Alega que, en consecuencia, habría tenido que esconderse nuevamente.
15. Sostiene que el 22 de enero de 2003 el Juez Décimo Quinto en lo Penal, dictó auto de llamamiento a juicio plenario en su contra en la causa No. 967-98, por los delitos tipificados en los artículos 128
 y 132
 de la LGIF que serían los mismos tipos penales en los que se basó el proceso No. 50-98 (que por las modificaciones de la ley, habrían cambiado la numeración de los artículos).  
16. Por otro lado, alega que en este auto de llamamiento también se le acusó por el delito establecido en el artículo 257
 de Código Penal, disposición que había entrado en vigencia el 13 de mayo de 1999, tres años después de ocurridos los hechos por los que fue denunciado.  Alega que dicho acto violó los principios de legalidad y non bis in idem.
17. Sostiene que interpuso recursos de nulidad y apelación contra el referido auto de llamamiento ante la Tercera Sala de la Corte Superior de Justicia del distrito de Quito, alegando que el objeto del juicio correspondía a hechos ya juzgados.  El 19 de mayo del 2003 el recurso de nulidad habría sido rechazado.
18. Alega que el 29 de noviembre de 2004 la Corte rechazó el recurso de apelación y confirmó el auto de llamamiento a juicio plenario.  Señala que dicho auto contenía una serie de errores y de manifiestas confusiones con respecto a fechas, nombres y hechos jamás ocurridos ni expuestos en el proceso.
19. Sostiene que además se habrían presentado otras cuatro denuncias penales en su contra y por los mismos hechos, como sigue: tres denuncias en agosto de 2001 y una el 25 de abril de 2005, numeradas 178-02, 023-01, 020-01 y 180-05, respectivamente; de los cuales los tres primeros fueron archivados y en la última causa la presunta víctima fue sobreseída definitivamente.
20. Señala que en la causa No. 967-98, el 1˚ de octubre de 2007, el Tercer Tribunal Penal de Pichincha, dictó sentencia absolutoria a su favor.  De la información aportada se desprende que en dicha sentencia se habría absuelto a la presunta víctima de los delitos tipificados en los artículos 128 y 132 de la LGIF tomado en cuenta la prescripción de la acción penal declarada en el proceso No. 50-98, el principio de non bis in idem; y del delito de peculado establecido en el artículos 257 del Código Penal por el principio de legalidad.  Asimismo, se consideró el carácter irretroactivo de las normas penales y el principio de in dubio pro reo.  La sentencia habría declarado también que la denuncia no habría sido temeraria ni maliciosa.  Esta sentencia habría sido dictada mientras el acusado se encontraba prófugo.  
21. El peticionario alega, que el Estado ha realizado una serie de hostigamientos contra él y su familia con solicitudes de allanamientos y amenazas de detenciones.  Asimismo, señala que se realizaron cuatro allanamientos a distintos miembros de su familia, y que amenazaron con detener a su padre por tener su mismo nombre.
22. El peticionario alega que el 23 de abril de 2008 habría sido detenido en el aeropuerto Benito Juárez del Distrito Federal de México por la dependencia de Migración en vista de una orden de detención.  Indica que luego de interrogarlo y explicar era titular de una sentencia absolutoria; tras una espera de varias horas se le concedió la visa y el ingreso al país.
B.
Posición del Estado
23. En sus observaciones presentadas hasta el 15 de febrero de 2006 el Estado alegó que el reclamo del peticionario es inadmisible ya que no se han agotado los recursos previstos en la jurisdicción interna (en el proceso penal No. 50/98), según exige la Convención Americana.  Al respecto, señaló que el 22 de abril de 2005, el Juez Quinto de lo Penal de Pichincha ordenó la suspensión de la etapa del plenario por encontrarse prófugo el procesado de conformidad con los artículos 254 y 255 del Código de Procedimiento Penal de 1983
.  Señaló que esta etapa era la que constituye el juicio propiamente dicho, en la cual se determinaría la responsabilidad del sindicado, por lo que el proceso aún no había terminado y no se han agotado los recursos internos. 
24. Frente al alegato del peticionario respecto a que el Estado violó su derecho a ser juzgado en un plazo razonable, alegó que el peticionario tuvo la posibilidad de recusar al juez que hubiera incurrido en esta violación y que no lo había hecho.  Asimismo, el Estado indicó que los plazos para expedir sentencia comenzaban a correr desde el agotamiento de los plazos para alegar, por lo que al haberse suspendido el proceso, ni siquiera se había iniciado la etapa del plenario. 
25. Respecto a la alegada violación del artículo 25 de la Convención Americana, señaló que el peticionario tuvo acceso ilimitado a todos los recursos que la legislación interna del Ecuador ofrecía para precautelar sus derechos.  Agregó que en este caso el peticionario se encontraba prófugo por lo que no cabía el recurso de hábeas corpus o amparo de libertad.  Al respecto, señaló que si el peticionario se entregase voluntariamente o fuere aprehendido, éste y todos los demás recursos previstos por la legislación, estarían a su plena disposición. 
26. Frente a la alegada violación del artículo 8.1 de la Convención Americana por el plazo excedido del sumario, señaló que el plazo razonable debería contarse a partir de que una persona es acusada, en este caso, desde el 28 de agosto de 1996.  No obstante, alegó que dado que el sindicado estaba prófugo no cabía la aplicación de la garantía del plazo razonable. 
27. El Estado argumentó los criterios para determinar si en el caso concreto hubo, o no, retardo injustificado en la administración de la justicia y se refirió a la complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado y la conducta de las autoridades judiciales.  Indicó que por ser el proceso de alta complejidad, por la cantidad de pruebas aportadas, el volumen del expediente y la complejidad en sí de los delitos imputados, se justificaría la demora en el sumario.  Respecto a la actividad procesal del interesado, señaló que al estar prófugo el procesado estaba rehusándose a cooperar con la investigación, obstaculizándola deliberadamente.  Finalmente, alegó que las autoridades judiciales actuaron ágilmente en primera y segunda instancia, ya que el proceso se inició el 28 de agosto de 1996; y que tras varios recursos y peticiones interpuestas por el peticionario, el 22 de abril del 2005, el juez dictó el auto de apertura a plenario.
28. En mayo de 2009, sobre la detención del peticionario en el aeropuerto de México, el Estado señaló que la presunta víctima había sido requerida por peculado, que dicho requerimiento había sido revocado y que no existía causa pendiente ni orden de detención en su contra.  Asimismo, el Estado informó que el requerimiento contra la presunta víctima por peculado en la causa 967-98 había sido revocado por lo que no existía requerimiento alguno sobre ella y se ratificó en su posición sobre la inadmisibilidad de la petición.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A.
Competencia

29. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 1977 fecha en la que depositaron su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio del Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.  

30. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.  

B. Requisitos de admisibilidad

1. Agotamiento de los recursos internos

31. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.  

32. Según ha establecido la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte del peticionario, tiene la carga de demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida.

33. En la presente petición el Estado alegó que el proceso penal seguido contra la presunta víctima se encontraba suspendido por encontrarse él prófugo.  Por su parte, el peticionario responde que el artículo 257 del Código penal establece que éstos deben proseguir se encuentre o no presente el acusado.  
34. Corresponde aclarar entonces cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en la presente petición.  Al respecto, la Corte Interamericana ha señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas.  El que los recursos sean adecuados significa que

la función de esos recursos dentro del sistema de derecho interno sea idónea para proteger la situación jurídica infringida.  En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo.  Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable
.

35. La Comisión observa que el objeto de la presente petición se refiere a los hechos relacionados con las alegadas violaciones de los derechos a la integridad personal, la libertad personal, las garantías judiciales, la protección de la honra y de la dignidad, la propiedad privada y la protección judicial, que se encuentran consagrados en los artículos 5, 7, 8, 9, 11, 21 y 25 de la Convención Americana.  Entre las alegadas violaciones al debido proceso se incluyen la violación a los principios de legalidad, irretroactividad de la ley y non bis in idem, la apertura a plenario por delitos no denunciados, el retardo en las distintas etapas procesales, y la falta de recursos internos eficaces para controvertir la apretura del plenario sin acusación fiscal. 
36. Con respecto a la causa No. 50-98, la Comisión nota que el peticionario habría apelado el auto de sobreseimiento de la causa por denuncia temeraria y maliciosa y el Tribunal habría abierto la etapa del plenario sin que existiera acusación fiscal.  La presunta víctima habría estado prófuga y desde el 28 de agosto del 2001 habría solicitado la prescripción de la acción penal en tres ocasiones, la cual fue denegada, por lo que el peticionario habría recusado a la juez.  La acción penal habría sido declarada prescrita el 7 de mayo de 2002, decisión que habría sido ratificada el 18 de julio de 2002.  Por lo tanto, la Comisión considera que el peticionario agotó los recursos internos, respecto del proceso No. 50-98 mediante la decisión de 18 de julio de 2002.
37. La Comisión observa que en la causa No. 967-98 el peticionario habría interpuesto recursos de nulidad y apelación contra el auto de llamamiento a plenario, los cuales habrían sido rechazados en 2003 y 2004.  El 1˚ de octubre de 2007 el Tercer Tribunal Penal de Pichincha habría absuelto a la presunta víctima mientras ésta se encontraba prófuga.  Por lo tanto, la Comisión considera que el peticionario agotó los recursos internos respecto del proceso No. 967-98 mediante la sentencia absolutoria de 1˚ de octubre de 2007. 
2. Plazo de presentación de la petición

38. En su artículo 46.1.b) la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible debe ser presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva adoptada por los tribunales internos.  Asimismo, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

39. La Comisión observa que la petición fue recibida el 12 de marzo de 2003, casi ocho meses después de la ratificación de la prescripción del proceso No. 50-98 de 18 de julio de 2002, por lo que no cumple con el requisito de los seis meses, establecido en la Convención Americana, respecto de este proceso.

40. Los hechos materia del reclamo, respecto del proceso No. 967-98, se habrían desencadenado con la denuncia de 5 de agosto de 1998 y continuaron con la emisión de la orden de detención en enero de 2003, el auto de llamamiento a plenario y sus efectos se habrían extendido hasta el 1˚ de octubre de 2007, fecha en la cual el peticionario habría sido absuelto.  La Comisión toma en cuenta que la petición fue presentada ante la Comisión 12 de marzo de 2003 durante el desarrollo de dicha situación.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características de la presente petición la Comisión considera que su presentación, respecto de este extremo, fue oportuna.

3. Duplicación de procedimiento internacional

41. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.b) y 47.a) de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

42. El artículo 47.b) de la Convención establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención. 

43. Según la información presentada ante la CIDH mediante denuncia de 5 de agosto de 1998 se inició un proceso penal contra la presunta víctima que habría adolecido de violaciones al debido proceso, por lo que se alega que la presunta víctima “tuvo que esconderse”.  El 6 de abril de 2006 el peticionario habría comunicado a la CIDH su intención de entregarse a la justicia.  El 1˚ de octubre de 2007 el Tercer Tribunal Penal de Pichincha habría absuelto a la presunta víctima quien se habría encontrado aún en condición de prófugo.  En la sentencia absolutoria se habría considerado la prescripción del proceso No. 50-98, así como los principios de non bis in idem, legalidad, in dubio pro reo y el carácter irretroactivo de las normas penales.
44. Al respecto, la Comisión nota que la demora del proceso penal No. 967-98 se habría debido a la suspensión decretada el 22 de abril de 2005 en vista de que el acusado, la presunta víctima de la presente petición, se encontraba prófugo.  Asimismo, observa que incluso cuando la sentencia absolutoria fue emitida, el acusado se encontraba prófugo.  En vista de esto, la Comisión considera que no cuenta con indicios que sugieren prima facie que la falta de avance en el proceso penal resulte atribuible al Estado
.  
45. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH concluye que los alegatos y elementos de hecho aportados por el peticionario no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, por lo cual la denuncia no satisface el requisito previsto en el artículo 47.b) de dicho instrumento.

V. CONCLUSIONES

46. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) de la Convención, debido a que no expone hechos que tiendan a caracterizar la violación a derechos protegidos por dicha Convención, y en consecuencia, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la petición bajo estudio, conforme al artículo 47.b) de la Convención Americana.

2. Notificar esta decisión al Estado y al peticionario.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 4 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Art. 364.- Será reprimido con prisión de uno a cinco años, el director, gerente o administrador de una sociedad o de una persona jurídica de otra índole que prestare su concurso o consentimiento para actos contrarios a los estatutos, leyes u ordenanzas que las rijan, a consecuencia de los cuales la persona jurídica o la sociedad quedare imposibilitada de satisfacer sus compromisos, o en la necesidad de ser disuelta.


� El peticionario sostiene que su padre habría interpuesto una denuncia por prevaricato contra los jueces para restituir el buen nombre de su hijo, la cual fue desestimada y archivada.


� El peticionario también adelanta este mismo alegato respecto del proceso penal No. 36-97, sin brindar mayor detalle sobre esta causa.


� Art. 128.- Cualquier director, administrador, funcionario o empleado de una institución del sistema financiero o la persona que actúe en nombre y representación de aquellos, será personalmente responsable, cuando hubiere cometido una de las siguientes infracciones:


a) Declaración falsa, respecto de las operaciones de la institución financiera;


b) Aprobación y presentación de estados financieros falsos;


c) Ocultamiento a la Superintendencia o a sus representantes debidamente autorizados, de la verdadera situación de la institución del sistema financiero;


d) Ocultamiento, alteración fraudulenta o supresión en cualquier informe de operación, de datos o de hechos respecto de los cuales la Superintendencia y el público tengan derecho a estar informados; y,


e) Las señaladas en el artículo 125 de esta ley.


Las infracciones mencionadas serán sancionadas con multa no menor al equivalente a 10.000 UVCs ni mayor al equivalente a 15.000 UVCs o con las penas previstas en el artículo 363 del Código Penal, o con ambas penas, a criterio del Juez. Ley General de Instituciones Financieras de 2001.


� Art. 132.- Cuando una institución del sistema financiero sea declarada en liquidación forzosa, se presumirá que es consecuencia de actos fraudulentos cometidos por los directores, administradores, funcionarios o empleados que hubiesen participado en el cometimiento de cualquiera de los siguientes actos:


a) Si hubiesen reconocido obligaciones inexistentes;


b) Si hubiesen simulado enajenaciones o gravámenes, con perjuicio de los acreedores;


c) Si hubiesen comprometido o dispuesto los bienes recibidos en depósito o custodia;


d) Si dentro de los sesenta días anteriores a la declaración de liquidación forzosa, hubiesen pagado a un acreedor antes del vencimiento de la obligación;


e) Si hubiesen ocultado, alterado fraudulentamente, falsificado o inutilizado los libros o documentos de la institución;


f) Si dentro de los sesenta días anteriores a la fecha de la declaración de liquidación forzosa, hubiesen vendido bienes del activo a precios inferiores a los de mercado;


g) Si hubiesen empleado otros arbitrios ilegítimos para proveerse de fondos;


h) Si dentro de los ciento ochenta días anteriores a la fecha de la declaración de la liquidación forzosa, hubiesen infringido en forma reiterada los márgenes de crédito a los que se refieren los artículos 72, 73 y 75 de esta ley;


i) Si hubiesen celebrado contratos u otro tipo de convenios, en perjuicio del patrimonio de la institución, con las personas que la Superintendencia hubiere determinado de conformidad con lo previsto en el artículo 76 de esta ley; y,


j) En general, si hubiesen ejecutado dolosamente una operación que disminuya el activo o aumente el pasivo.


Los delitos establecidos en este artículo son de acción pública, sin perjuicio de la obligación de la Superintendencia de poner el hecho en conocimiento del respectivo agente fiscal. Los actos establecidos en este artículo configuran el delito tipificado en el artículo 576 del Código Penal en lo que se refiere a la quiebra fraudulenta. Ley General de Instituciones Financieras de 2001.


� Art. 257.- Serán reprimidos con reclusión mayor ordinaria de cuatro a ocho años, los servidores de los organismos y entidades del sector público y toda persona encargada de un servicio público, que hubiere abusado de dineros públicos o privados, de efectos que los representen, piezas, títulos, documentos o efectos mobiliarios que estuvieren en su poder en virtud o razón de su cargo; ya consista el abuso en desfalco, malversación, disposición arbitraria o cualquier otra forma semejante. La pena será de ocho a doce años si la infracción se refiere a fondos destinados a la defensa nacional. 


Se entenderá por malversación, la aplicación de fondos a fines distintos de los previstos en el presupuesto respectivo, cuando este hecho implique, además, abuso en provecho personal o de terceros, con fines extraños al servicio público. 


Están comprendidos en esta disposición los servidores que manejen fondos del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social o de los bancos estatales y privados. Igualmente están comprendidos los servidores de la Contraloría General y de la Superintendencia de Bancos que hubieren intervenido en fiscalizaciones, auditorías o exámenes especiales anteriores, siempre que los informes emitidos implicaren complicidad o encubrimiento en el delito que se pesquisa. 


También están comprendidos en las disposiciones de este artículo los funcionarios, administradores, ejecutivos o empleados de las instituciones del sistema financiero nacional privado, así como los miembros o vocales de los directorios y de los consejos de administración de estas entidades, que hubiesen contribuido al cometimiento de estos ilícitos. 


Los culpados contra quienes se dictare sentencia condenatoria quedarán, además, perpetuamente incapacitados para el desempeño de todo cargo o función públicos; para este efecto, el juez de primera instancia comunicará, inmediatamente de ejecutoriado, el fallo a la Oficina Nacional de Personal y a la autoridad nominadora del respectivo servidor, e igualmente a la Superintendencia de Bancos si se tratare de un servidor bancario. El Director de la Oficina Nacional de Personal se abstendrá de inscribir los nombramientos o contratos otorgados a favor de tales incapacitados, para lo cual se llevará en la Oficina Nacional de Personal un registro en que consten los nombres de ellos. 


La acción penal prescribirá en el doble del tiempo señalado en el artículo 101. 


Con la misma pena serán sancionados los servidores del Servicio de Rentas Internas y los servidores de aduanas, que hubieren intervenido en Actos de Determinación. 


Art. 257 A.- Serán reprimidos con reclusión de cuatro a ocho años las personas descritas en el artículo anterior que, abusando de sus calidades, hubieren actuado dolosamente para obtener o conceder créditos vinculados, relacionados o intercompañías, violando expresas disposiciones legales respecto de esta clase de operaciones. La misma pena se aplicará a los beneficiarios que dolosamente hayan intervenido para el cometimiento de este ilícito y a quienes hayan prestado su nombre para beneficio propio o de un tercero. 


Art. (257.1).- Las personas elegidas por votación popular, los representantes o delegados del Presidente de la República y de otros funcionarios fiscales o municipales en organismos del Estado, autónomos o semiautónomos; los funcionarios, empleados o servidores públicos que de cualquier forma utilizaren en beneficio propio o de terceras personas cuando éste signifique lucro o incremento patrimonial, trabajadores remunerados por el Estado o por las entidades del Sector Público o bienes del Sector Público, serán reprimidos con la pena de uno a cinco años de prisión y multa de diez mil a cincuenta mil sucres. 


Art. (257.2).- Con la misma pena serán sancionadas las personas señaladas en el artículo anterior, que se hubieren aprovechado económicamente en beneficio propio o de terceras personas, de estudios, proyectos, informes, resoluciones y más documentos, calificados de secretos, reservados o de circulación restringida, que estén o hubiesen estado en su conocimiento o bajo su dependencia en razón o con ocasión del cargo que ejercen o hubiesen ejercido. 


Art. (257.3).- La misma pena señalada en los artículos anteriores se impondrá a las personas elegidas por votación popular, a los representantes o delegados y a los funcionarios, empleados o servidores públicos que aprovechándose de la representación popular o del cargo que ejercen se favorezcan o hayan favorecido a personas naturales o jurídicas para que, en contra de expresas disposiciones legales o reglamentarias, les hubiesen concedido contratos o permitido la realización de negocios con el Estado o con cualquier otro organismo del sector público. 


Quedan comprendidos en la misma disposición anterior y sujetos a igual pena los directores, vocales o miembros de los organismos administradores del Estado o del Sector Público en general, que, con su voto, hubiesen cooperado a la comisión del delito al que se refiere el inciso precedente. Resolución de la Corte Suprema de Justicia No. s/n, Registro Oficial No. S-147, 22de enero de 1971.


� El Estado indica que el artículo 254 dispone: “Si al tiempo de dictar el auto de apertura a plenario el sindicado estuviere prófugo, el Juez, después de dictado dicho auto, ordenará la suspensión de la etapa del plenario hasta que el encausado sea aprehendido o se presente voluntariamente.  Mientras el sindicado estuviere prófugo no se ejecutoriará el auto de apertura a plenario, auto que se notificará personalmente en cuanto se presentare o fuere aprehendido”. Escrito del Estado recibido el 15 de febrero de 2006.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia del 29 de julio de 1988, Serie C No. 4, párr. 63.


� Cfr. CIDH. Informe de Inadmisibilidad No. 18/02, Petición 12.274, César Verduga Vélez, Ecuador, 27 de febrero de 2002, párr. 29 e Informe de Admisibilidad No. 97/09, Petición 84-07, Allan R. Brewer Carías, Venezuela, 8 de septiembre de 2009, párr. 87 (admitido tomando en cuenta la pendencia de un recurso judicial y la situación de provisionalidad de los jueces).





PAGE  

[image: image1.jpg]